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«La Corte tiene dicho que desde el mandato del artículo 277 constitucional
el legislador procesal de la Ley 906 del 2004 determinó que era viable la
participación activa del Ministerio Público dentro del trámite judicial, no
como un interviniente especial (que lo es la víctima), sino como un
organismo propio dentro del proceso penal (sentencia del 5 de octubre de
2011, radicado 30.592), en aras de cumplir con los fines superiores que le
corresponden: la defensa del orden jurídico, la protección del patrimonio
público y el respeto por las garantías y derechos fundamentales.

Esa participación debe ejercerla sin que le sea dable alterar el equilibrio que
debe prevalecer dentro del proceso, en el entendido que este se desarrolla
por la contradicción entre dos partes que asumen el debate en igualdad de
condiciones (Fiscalía y defensa). Por ello, sus intervenciones no pueden
apuntar a lograr que la balanza se incline en pro o en contra de alguna de
esas partes.

En el tema de allanamientos y preacuerdos, en el fallo reseñado, la Corte
dijo:

“En materia de preacuerdos, acuerdos y negociaciones entre la Fiscalía y el
indiciado, imputado o acusado, es claro que la legislación procesal no le
permite al Ministerio Público oponerse a ellos, pero sí, habiendo sido
convocado a esos actos de justicia consensuada, dejar constancia sobre
su postura en relación con los temas que justifican su participación y que
advierta afectados por las estipulaciones de las partes, lo cual,
eventualmente, le podría permitir acreditar el interés para recurrir los
pronunciamientos judiciales en torno a ellos.

A este respecto no puede perderse de vista que el ejercicio de la acción penal
constitucionalmente se halla adscrita a la Fiscalía, quien actúa por medio del
Fiscal General de la Nación o sus delegados, y que de igual modo el imputado
tiene el derecho de participar en las actuaciones judiciales que lo afecten, a
tal punto de renunciar a algunos derechos conferidos por el ordenamiento, a
cambio de obtener una pronta definición de su caso y el reconocimiento de
algunos beneficios a los que no podría acceder si el proceso transita por el
sendero ordinario.



Sin embargo todas estas manifestaciones de justicia consensuada, no sólo
deben estar regidas por la legalidad, sino que no deben afectar derechos de
terceros, pues si esto ocurre, se activa la legitimidad del Ministerio Público
para intervenir ante la eventual trasgresión o puesta en peligro de bienes
jurídicos ajenos, los cuales son indisponibles por las partes involucradas.
Igual acontece si los acuerdos contrarían el ordenamiento interno o
desconocen el derecho internacional humanitario, o versan sobre infracciones
graves a los derechos humanos, sobre las cuales no puede mediar negociación
alguna por ser contrarias a los compromisos internacionales que integran el
denominado Bloque de Constitucionalidad, la Constitución o la Ley”.

Por modo que, por regla general, al Ministerio Público le está vedado
oponerse a las acusaciones originadas en allanamientos o preacuerdos,
admitiéndose como única excepción la acreditación de manifiestas
vulneraciones a las garantías fundamentales, evento en el cual está
facultado para hacer las postulaciones respectivas y, en el supuesto de
decisiones adversas, acudir a los recursos de ley.

Para interponer medios de gravamen contra las decisiones judiciales, no
basta con ostentar la condición de sujeto procesal (legitimación dentro del
proceso), que no cabe duda que en su condición de órgano propio dentro del
juicio penal tiene el Ministerio Público; se impone como requisito adicional
y necesario que se cuente con legitimidad en la causa o interés jurídico para
recurrir, que surge del daño real, del agravio que la decisión cuestionada
cause a quien postula la impugnación.

En el caso del Ministerio Público la legitimidad para interponer recursos
parte de los lineamientos ya reseñados, que en el caso del allanamiento a
cargos exige que, en condiciones normales, no puede oponerse al mismo,
máxime cuando, como en el presente evento, no acreditó que los cargos
propuestos y admitidos sin reserva constituyeran una flagrante lesión a
derechos fundamentales, además de que la oposición la hizo consistir en
que la tipicidad deducida como homicidio simple, debía ser agravada, sin
que, como se verá a espacio más adelante, la causal de calificación esgrimida
tuviese existencia real.

Como el Ministerio Público no acreditó una evidente lesión a los derechos
fundamentales, se encontraba deslegitimado para cuestionar la tipificación
que de la conducta hizo la Fiscalía.

Pero la carencia de interés jurídico para recurrir surge también de la
intervención del agente del Ministerio Público en los actos que originaron el
rechazo a la admisión de cargos.

En efecto, en audiencia del 9 de agosto de 2010 la Fiscalía imputó al
procesado cargo como autor del delito de homicidio simple previsto en el



artículo 103 del Código Penal y el juez de garantías corrió traslado  al
Ministerio Público, quien expresamente manifestó no tener objeción alguna
respecto de la imputación formulada.

Las instancias procesales son preclusivas, de tal forma que si el Ministerio
Público tenía reparos respecto de la adecuación típica hecha por el ente
acusador ha debido plantearlos en el momento oportuno en que se le
habilitó la participación en la audiencia del 9 de agosto.

Pero no solamente no hizo cuestionamiento alguno, sino que, por el
contrario, expresamente se pronunció por la legalidad del acto de
imputación, que de necesidad incluía el proceso de adecuación típica.

En esas condiciones, el Ministerio Público carecía de legitimidad para, en
una audiencia posterior, reclamar la nulidad del acto de allanamiento,
postulación que finalmente dio al traste con el fallo adelantado. Y no tenía
interés jurídico para proponer esa causa, en tanto, a pretexto de una
supuesta invalidación, lo que realmente pretendía (y logró) era que la
tipicidad se agravara, esto es, lo que en verdad hizo fue revivir instancias ya
fenecidas, pues el momento para hacer ese tipo de censuras fue el concedido
en la audiencia de imputación del 9 de agosto, que dejó vencer, y no en
silencio, sino que de manera expresa prohijó la adecuación de la Fiscalía.

Por manera que la posterior petición de nulidad ha debido negarse por la
carencia de legitimidad del Ministerio Público».

NORMATIVIDAD APLICADA:

Constitución Política de Colombia de 1991, art. 277
Ley 906 de 2004

JURISPRUDENCIA RELACIONADA:

Ver también, entre otras, las providencias: CSJ SP, 05 oct. 2011, rad.
30592, y CSJ SP5210-2014.



SISTEMA PENAL ACUSATORIO - Aceptación de cargos o preacuerdo:
participación de la víctima

Número de radicado : 43959
Número de providencia : SP16816-2014
Fecha : 10/12/2014
Tipo de providencia : SENTENCIA
Clase de actuación : CASACIÓN

«La Corte, atendiendo la postulación del Ministerio Público, encuentra
necesario llamar la atención de fiscales y jueces respecto de lo necesario que
se torna que, previo a realizar acuerdos y avalar los mismos, la víctima del
delito sea escuchada.

Bastante tinta, en la Constitución, la ley, la jurisprudencia y la doctrina, ha
corrido en los últimos lustros sobre las condiciones especiales de que debe
rodearse a la víctima dentro del proceso penal, en aras de su protección y el
restablecimiento de sus derechos a la verdad, justicia, reparación integral y
garantía de no repetición. En modo alguno pueden desconocerse esas
potestades irrenunciables, que, por el contrario, deben consolidarse y
reforzarse cada día.

De ello deriva que, tratándose de situaciones de terminación anticipada del
proceso, la Fiscalía tiene la carga ineludible de contar con la participación
activa del sujeto pasivo del delito en las actas de preacuerdo y dejar expresa
constancia de sus pretensiones.

En modo alguno se trata de que el convenio quede supeditado a la voluntad
de la víctima, sino que se cumpla con el deber de escucharla y dejar
plasmadas sus pretensiones.

Lo anterior se torna más exigente cuando se trata de situaciones en donde
las partes convienen pedir al juez conceda descuentos punitivos
relacionados con la reparación integral de las víctimas, como que tal
estipulación debe partir de la acreditación necesaria precisamente de que
aquellas han sido indemnizadas por todos los daños y perjuicios, materiales
y morales, causados con la infracción.

En el caso en estudio, se observa que en el acta de preacuerdo del 11 de
octubre de 2013 no existe constancia alguna de que se hubiese convocado
a la víctima, como tampoco de las razones de su inasistencia, pero todo
indica que no fueron buscadas y que en modo alguno eligieron no asistir.



Los registros reflejan que los ofendidos no eludieron la comparecencia al
proceso. Por el contrario, tanto personalmente como por escrito dejaron
expresa constancia de su interés por aceptar la indemnización, de relacionar
los daños reales causados, tener lo estipulado en el convenio como una
indemnización parcial y finalmente acordar con el acusado la totalidad de
la reparación y recibirla.

[…]

Dicho lo anterior, se observa que, no obstante esa irregular situación, de
parte de acusado y ofendidos se presentó una actividad prolija que concluyó
en que finalmente se pusieron de acuerdo respecto de la indemnización de
los daños y perjuicios, que aquellas recibieron a satisfacción.

[…]

En esas condiciones, si bien el preacuerdo parece haberse celebrado sin
cumplir las exigencias formales ya reseñadas, todo indica que el actuar
posterior de víctimas y acusado, hoy por hoy, habría convalidado el yerro,
desde donde se impone dar prevalencia a lo sustancial sobre las formas y,
así, tener como válido el acuerdo, en tanto en la actualidad los perjudicados
con el delito, que no fueron escuchados previamente, se han hecho oír,
pudieron expresar sus pretensiones y acordar y recibir el pago de las
mismas».

NORMATIVIDAD APLICADA:

Ley 906 de 2004

JURISPRUDENCIA RELACIONADA:

Ver también, entre otras, las providencias: CSJ SP, 23 de abr. 2008, rad.
29542; CSJ SP13939-2014, CSJ SP 16816-2014, y CSJ SP, 12 dic. 2014,
rad. 37076.

Número de radicado : 43773
Número de providencia : AP6436-2014
Fecha : 22/10/2014
Tipo de providencia : AUTO INTERLOCUTORIO



Clase de actuación : SENTENCIA

«En el plenario consta que las víctimas tuvieron representación y posibilidad
de intervención durante todas las etapas del proceso, por lo que sus
derechos se garantizaron, tanto así que el apoderado asistió a la audiencia
de imputación de cargos, justamente cuando sobrevino la aceptación de
ellos por parte del ahora acusado.

Pareciera que el letrado entiende que la participación de la víctima en casos
de preacuerdos o allanamientos, incluye un poder de veto, lo que en realidad
difiere de lo sostenido por la Corte Constitucional en la sentencia que él
mismo trae a colación en la demanda de casación.

En efecto, lo que ese alto tribunal sostuvo fue que ella debe ser oída a efectos
de lograr una mejor aproximación a los hechos y a las circunstancias que lo
rodearon y así preparar con mayor rigor su intervención posterior, pero no
le reconoció la potestad para frustrar el acto. Así lo consignó en CCo. C-516
de 2007:

Si bien la víctima no cuenta con un poder de veto de los preacuerdos
celebrados entre la Fiscalía y el imputado, debe ser oída (Art. 11.d) por
el Fiscal y por el juez que controla la legalidad del acuerdo. Ello con el
propósito de lograr una mejor aproximación a los hechos, a sus
circunstancias y a la magnitud del agravio, que permita incorporar en el
acuerdo, en cuanto sea posible, el interés manifestado por la víctima.
Celebrado el acuerdo  la víctima debe ser informada del mismo a fin de
que pueda estructurar una intervención ante el juez de conocimiento
cuando el preacuerdo sea sometido a su aprobación. En la valoración del
acuerdo con miras a su aprobación el juez velará por que el mismo no
desconozca o quebrante garantías fundamentales tanto del imputado o
acusado como de la víctima. (Art. 351, inciso 4°).

Así mismo, preservada la intervención de la víctima en los términos de
esta sentencia, aún retiene la potestad de aceptar las reparaciones
efectivas que puedan resultar de los preacuerdos entre fiscal e imputado
o acusado, o rehusarlas y acudir a otras vías judiciales (Art.351. inciso
6°); así mismo conserva la potestad de impugnar la sentencia proferida
de manera anticipada (Arts. 20 y 176), y  promover, en su oportunidad,
el incidente de reparación integral (Art. 102).

Por las razones anteriores, la demanda será inadmitida y la Corte no advierte
la necesidad de penetrar oficiosamente en el fondo del asunto para cumplir
con alguna de las finalidades de la casación».

NORMATIVIDAD APLICADA:



Ley 906 de 2004


